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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DtrL TRIBUNAL CONS.I.ITUCION:\L

1.ima.5 de noviembrc dc 2018

ASUNl'O

RecLrrso de aSravio constitucional interpuesto por don Lindon Celis Pérez. don
Luis EdLrardo Arévalo Avila, don Wiklef Manuel Quevedo Chávez, don Roberlo Picota
Sánchez, doña I-oida Melila Vásquez Sanga¡¡a, don Reinaldo Pinto Linares y doña S.rrá

Rubí I(odriguez del Aguila conlra la resolución de lojas 278. de lecha 9 de encro dc
2018, expedida por la Cuarta Sala Cilil de la Corre Superior de Justicia dc Lina. quc

declaró infundada la de¡¡aDda de aulos.

F'UNI)A]VI

ncia emitida en el Expediente 00987-201,1-PA/TC, publicada en el diario
Peruoüo el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el

¡meDto 49, con carácler de preoedente, que se expedirá sentencia interloculoria
denegatoria, dictada sin más trám;te, cuando se preseote alguno de los siguienles
supucstos, qlrc igualmente cstán contenidos en el artículo ll del Iteglarrenlo
Noflnativo dcl Tribunal Constilucional:

a)
b)

Carezca de fundaÍnentación la supucsta vulnsración que se invoqL¡e.
La cuestión de Derecho contenida en cl recurso no sea de especial
trascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de nranera desestimatoria en oasos sustancialmente iglrales.

2. L-:¡ la resolución e¡nitida en el Expediente 07I2l-2013-PA/TC, publicada cl 2l dc
agoslo de 2015 en el porlal rveb institr¡cional. el Tribunal Constitucional dcclaró
;mprocedenle la demanda de arrparo por considerar que la demanda se interpuso
ante un juzgado que carecía de compelencia por razón del territorio. El Tribunal
aplicó el artÍculo 5l dcl Código Procesal Constitucional, el cual expresamente
establecc que es competenle para conocer los procesos de amparo, habcas dotlt y
cumplimiento el juez civil o mixto del lugar donde se afsctó el derecho o donde
tiene su dorricilio principal el afectado. Además, se p.ecisa que no se admile la
prórroge de la compelencia territorial bajo sanción de nulidad de lo actuado.

Enlas
ollc
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l El presente caso es sustancialmente igual al resuelto, de manera desestimaloria, en

el Dxpediente 07123-2013-PAl1C. pues Ios hechos que la parte demandante

denuncia por considerar que af¡ctan sus derechos constitucionales ocurrieron cn el

distrito de Contamana, provincia de Ucayali (ffl 4, 10, I6, 20, 25, 30 y 35), lugar en

el cual sc ubican los centros educalivos en los cuales laboran, y sus domicilios
principales se sitiran cn el mismo distrito (lT. l, 6, 12, 18,22,27 y 32 ). Sin

e¡nbargo, Ia demanda fire interpuesta ante el Dócimo Primer Juzgado Especializado
en lo Civilde Lima.

4. En consecuencia, y de Io expuesto en los lundamentos 2 y 3 szpra, se verifica que

el prcsente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite d) del fundamento 49 de la sente¡rcia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso d) del artÍculo ll del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin ¡¡ás lrámite. improcedente
cl rcculso de agravio constit!¡cional,

RESt]ELVE

D.rolárer I\'f PROCIT.DLNT[. el recurso de ravio oonstitLrcional

Publíqucse y notifiquese

SS.

NIIRANDA CANAI,ES
SARDÓN DE TABOADA
!]SPINOSA-SAI,DAN.\ IlÁ 't^-c c
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Por estos fundamentos, el lribunal Conslitucional, con la autoridad que le

confiere la Constitución Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-

Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto si¡gular del
magistrado Ferrero Costa.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRA.DO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitució¡, y con el mayor respeto por ia ponen(ia
de mi coiega magistrado, cmito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del prccedente vinculante establecido en la Sentencia 00987'2014-PNTC,
SDNTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuació¡ expongo:

La CoDstitución de 1979 creó el l¡ibunai de Garantías Constitucionales como

lnstancia dc casación y Ia Constitució¡ dc 1993 conviñió al Tribunal CoDstitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por pdmera vez etr nuestra historia
conslilucional, dispuso la creación de un órgano ad froc, independiente del Poder

Jr¡dicial, co¡ la m¡ea de garanlizar la supremacia constitucional y la vigencia plena

de los derechos fundamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Ga¡antías

Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el terito o nacional para conocet, en ría de casación, de los habeas corpus
y amparos dcnegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no

constituia una inslancia habilitada para fall¿r en forma deñnitiva sobre la causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como arnenaza o lesión a los
derechos reconocidos en l¿ Constitución.

3. Bn ese seDtido, la Ley 23385, Ley Orgánica del T bunal de Garantías
Constitr¡cionales, vige¡te en ese r¡omento, estableció, en sus a1tículos 42 al ,16, que

dicho órgano, al encontrar una resolución denegato a que ha vioiado la ley o la ha

aplicado cn forma er¡ada o ha incur¡ido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolüción de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la deliciencia, devolverá los actuados a la Cofle Suprema de Justicia de la
República (reenvio) paÉ qoe emila nuevo fallo siguicndo sus lineamientos,
procedimiento quc, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

,1. D r¡odelo de tutela ante amenazas y vul¡eración de derechos fue seriamente
modificado en la Constitución de 1993. En p mer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cl¡atlo, a sabet, habeds cory)us, arnparc, habeds ddta
y acción de cumplirniento. En segundo lugar. se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control dc la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
caliiica eüóDeamc¡tc como "órgano de conlrol de la Constitución". No obstanfe, en
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materia de procesos constitucionales de la liberlad, la Co¡stitución establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitució[ Politica del Perú, en su articulo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en últilna y
delnitird instctúcia, lds rcsoluciones denegatorias dictddas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplimienÍo". Esta disposición
collstitucioial, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que cl Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estina amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diveasa
contavendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (a¡tículo l), y "la observancía .lel c¡ebido proceso y tutela
¡ul.isd¡ccional- NinÍ:una personq puede ser desvíada de la jurisdícción
predeterminada por la ley, ní some¡ida a prccedimiento distinto de los pleriamente
establecidos, ni juzgada por órganon- jurisdicc¡ohales de excepción n¡ pur
comis¡ofies especiales creadas al eJ¿cto cualquieta sea su denominación',,
consagrada en el a ículo 139.inciso3.

6- Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a ia última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorati
(Suprema Cortc de los Estados Unidos), cn el Peú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de intelpretación de la Constitució[ capaz de ingresar a] lbndo
cn los llamados procesos de la libefiad cuando el agraviado no haya obtenido una
protccción de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palab¡as, si lo que
está en discusióD es la supuesta amenaza o lesión de r¡n derecho fundamental. se
debe abrir la vía conespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo se produce si se pennite al
peticionante colaborar con los jueccs constitr¡cionales mediante L¡n pormenorizado
enálisis de lo que sc ¡rctcnde. de lo que.e inroca.

7. Lo co¡stitucional es escucha¡ a la parte como concretización de su derecho
ir¡entmciable a Ia defensai además, un 'f¡ibunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los dcrechos furdamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL DERECHo A sER oiDo cotlro NIANIFESTACTóN DE LA DEN|OCRATIZACTóN DL l_os
PRocESos C0NSTn IJCIoi\^LEs DE LA t,¡aERT^D

8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su c¡eaciór! es respctt¡osa, como coresponde, del dc¡echo de

tsxP. N." 0079I -201 8-PA/TC
LIMA
LINDON CELIS PÉREZ Y OTROS
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dcfensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oido con todas las debidas garantías al inte or de cualquier proceso en el cual se

dctemrinen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente. mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audicncia de vista está relacionado con la defensa, Ia cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados puedet exponer! de manera escrila y
oral, los argumcntos pefiinentes, conc¡etándose el principio de inmcdiación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, coÍesponde señalar que, en tanto que la
potcstad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oido con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza el proceso. I)e lo cont¡ario, se decidi¡ía sob¡e la esfé¡a de interés de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, 1o que rosultaría
excluyente y antidemocrálico. Además, el Tribunal Consfitucional tiene el debcr
ineludible de optimizar, en cada caso concrelo, las razones, los motivos y los
argumenlos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitücional se
legitima no por ser un t¡ibunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo süficiente las razones de derecho y de hecho aelevantes en cada
caso que resuelve.
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12. En ese sentido, la Cote IÍterame cana de Derechos Humanos ha establecido que el
dcrecho de defensa "obligt al Estado a traÍdr dl indi.,'iduo en todo tuomento como
un verdadero suje¡o del prcceso, en el ncis anplio se ¡do Je ¿sle col1c¿plo, y no
s¡mplemen¡e como objeto del mismo"'. y gre ',pora que er¡sta debiJo proccso legal
es preciso que un jusliciable pueda hacer yaler sus derechos y def¿nder sus
intcrlses cn. fortfi.t ¿l¿Lti|o y cn condíciones de igualdad procesal con otros
iü\¡iri¿hlPtt"

I Corte IDH. Caso Balaelo Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009-
pturafo 29.

'zCo¡te fDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 de junio de 2002, párafo 146.

tYl



,i#
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

13. El modelo de "instancia de tállo" plasmado e¡ la Constitución no puede ser
desviúuado por el Tibunal Constitucio[ai si no es con grave liolación de süs
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérp¡ete sup¡cmo, pero ¡o su refo¡mador, toda
vez que como órgano corlstituido tambiéD está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocuto a", el recu6o de agravio constitucional (RAC) pierde su
vcrdadera esencia jurídica, ya qr,re el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para 'revisar" ni mucho menos "recaliticar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
lribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior dcl Poder Judicial. Al llibunal io que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobro el fondo. Por ende, no Ie ha sido dada lá competencia de
rechazar dicho lecurso, sino por el contrario de "conoce¡" 10 que la parte alega
como un agravio que le causa indcfcnsión.

16- Po¡ ot¡o lado, la "sentencia interlocüto a" estabiece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser aclarado, justificado y concretado en supüestos especiñcos, a saber,
identiñcar en qué cásos se aplicaría. No hacerlo, no dellnirlo, ni justiñcarlo,
convierte el cmpleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entre otros, el derecho fundamental de del¡nsa, en su manifestación de ser
oido con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetir,as y
carcntes de predictibilidad, afecta¡do notablemente a los justiciables, quienes
lendrian quc adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional a¡tes dc presentar su
rcspectiva demanda.

17. Por 1o demás. maÍatis mut.¡ndis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitr¡cional en ot¡os
failos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramí¡ez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos comtitucionales de la libenad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucionál líquido y
cieño, etc.).
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18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
uná naturalcza procesal distinta a la de los procesos ordina os no constituye un
motivo para qus se pueda desvi¡tua¡ la esencia principal del recurso de agrar io
constitucional.

WI

NATURALEza PRocEsaL DEL R[cuRSo DE AcRAvIo CoNSTrrucroNAL
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fuldamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo quc gaÉntiza que el 'l¡ibunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuch¿lr a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialnente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de de¡echos
humanos.

20- Como afirmó Raúl Fenero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección iudicial auténtica".
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